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En la ciudad de Valencia, a siete de abril de 2017.

El Tribunal del Jurado de la Audiencia Provincial de Valencia, presidido por el Magistrado D. JOSÉ MANUEL
ORTEGA LORENTE y compuesto por los Jurados

1. Dª  Marisa

2. Dª  Yolanda

3. Dª  Carlota

4. D.  Jose Ángel

5. D.  Alberto

6. Dª  Josefina

7. D.  Clemente

8. Dª  Sagrario

9. Dª  Apolonia

Ha visto en juicio oral y público la causa seguida con el número 21 de 2016, procedente del Juzgado de
Instrucción n° 13 de Valencia -donde se siguió como procedimiento de Tribunal de Jurado 1/2015-, por un delito
continuado de falsificación de documento y un delito continuado de estafa por funcionario público, contra el
acusado D.  Juan  , d.n.i.  NUM000  , nacido en Valencia el  NUM001  de 1957, en situación de libertad por esta
causa, representado por el Procurador D. José Alberto López Segovia y defendido por el Letrado don José
Ignacio Torres Alberich.

Han sido parte en el juicio, además del acusado,

1. el Ministerio Fiscal, como acusador público, representado en la vista oral por Dª. SOCORRO ZARAGOZA y
por Dª. SUSANA GISBERT.

2. La Generalitat Valenciana, como acusación particular, representada y defendida enjuicio por la letrada Dª.
ROSA J. GIRÓN LUCAS.
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3. D.  Alexis  y Dª.  Adelina  , como acusadores populares, representados por el Procurador D. Francisco Cerrillo
Cuesta y defendidos por la letrada Dª. Mª. CRISTINA ALCÁNTARA CANO.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- En sesiones que tuvieron lugar los días 29, 30 y 31 de marzo y 3 y 4 de abril de 2017 se celebró juicio
oral y público en la presente causa, practicándose las pruebas propuestas por las partes, con el resultado que
es de ver en las actas del juicio.

SEGUNDO.- El Ministerio Fiscal, la acusación popular y la acusación particular, en sus conclusiones definitivas,
calificaron los hechos como constitutivos de un delito continuado de falsedad en documento, oficial de los
arts. 390.1 , 3 º y 4 º y 74 del Código Penal , en concurso medial del art. 77 del Código Penal , con un delito
de estafa cometida por funcionario público del art. 438, en relación con los arts. 248 y 249 y el art. 74 del
Código Penal .

No estimaron concurrentes ninguna circunstancia modificativa de la responsabilidad criminal y solicitaron la
imposición de las siguientes penas: el Ministerio Fiscal y la Generalitat Valenciana, cinco años de prisión, multa
de veinte meses con cuota diaria de 10 euros e inhabilitación especial para empleo o cargo público y para el
derecho de sufragio pasivo, durante cinco años, más el pago de las costas procesales y el abono, en concepto
de indemnización, a la Generalitat Valenciana, de la cantidad de 6.995,36 euros.

Por su parte, la acusación popular, solicitó la imposición al acusado de cuatro años y seis meses de prisión,
multa de veinticuatro meses con cuota diaria de 30 euros e inhabilitación especial para empleo o cargo público
durante seis años, más el pago de las costas procesales

TERCERO.-La defensa del acusado  Juan  elevó sus conclusiones provisionales a definitivas, expresó su
disconformidad con las conclusiones formuladas por las acusaciones y solicitó su absolución.

CUARTO.- Concluido el juicio oral, por el Magistrado Presidente se procedió, después de la preceptiva audiencia
de las partes, a someter al Jurado el objeto del veredicto, con entrega del correspondiente escrito y, tras las
oportunas instrucciones, se retiró el Jurado a deliberar.

QUINTO.- El Tribunal del Jurado emitió veredicto. Al detectarse una incongruencia entre los pronunciamientos
relativos a la declaración como hecho no probado de uno de los hechos desfavorables del objeto del veredicto
y la declaración de culpabilidad efectuada, se procedió por el Magistrado Presidente, a presencia del de las
partes, a informar de la incongruencia detectada - art. 63.1.1) LOTJ - y devolver el acta al Jurado para que
emitieran nuevo pronunciamiento que evitara la incongruencia.

La incongruencia derivaba de que, declaraban probados todos los hechos del objeto del veredicto, menos
el 12, que declaraban no probado por unanimidad y, sin embargo, le declaraban culpable de los hechos
delictivos, cuando los hechos delictivos incorporaban hechos contenidos en el hecho 12, hecho que de ser
declarado no probado, no permitía declarar al acusado culpable de los hechos delictivos contenidos en los
pronunciamientos recabados en materia de culpabilidad.

Devuelta el acta al Jurado, se retiraron sus miembros a deliberar nuevamente. Tras la correspondiente
deliberación elaboraron de nuevo el veredicto que, esta segunda vez, ya no incurría en la contradicción antes
señalada y contenía bs siguieres p quedando el mismo, que fue leído en audiencia pública por el portavoz

"HECHOS ESPECÍFICAMENTE RELATIVOS AL DELITO"

(todos desfavorables)

1. D.  Juan  , mayor de edad, es funcionario público desde 1 de abril de 1991 y desempeñaba, durante los
años 2009 a 2011, el puesto de Jefe de Sección del Servicio de Urgencias del Hospital Clínico Universitario
de Valencia.

PROBADO por unanimidad.

2. El Servicio de Neumología de dicho Hospital venía tratando a su tío, D.  Gregorio  , de enfermedad pulmonar
obstructiva crónica -EPOC-, en grado severo, con insuficiencia respiratoria crónica, en tratamiento con oxígeno
domiciliario.

PROBADO por unanimidad.

3. D.  Juan  , en octubre del año 2009, aprovechó la confianza que generaba su condición de Jefe de Sección del
Servicio de Urgencias del Hospital, para hacer creer a D.  Norberto  , Jefe del Servicio de Farmacia del deferido
Hospital, que su tío  Gregorio  precisaba de la administración del medicamento Revatio.



JURISPRUDENCIA

3

PROBADO por mayoría -7/2-.

D.  Norberto  , en virtud de esa convicción, autorizó su dispensación.

PROBADO por unanimidad.

D.  Gregorio  no precisaba para su tratamiento del medicamento Revatio.

PROBADO por unanimidad.

6. D.  Gregorio  sufría patologías adicionales tratadas con medicación cuya administración conjunta con el
Revatio estaba contraindicada al poder provocar cuadros de hipotensión grave.

PROBADO por unanimidad.

7. D.  Juan  , para que se le fuera dispensando, el medicamento, firmó las correspondientes recetas en
las que, a instancia suya, constaba que su tío  Gregorio  era el paciente y, como enfermedad justificativa
de la prescripción, la "Hipertensión pulmonar primaria", que es una de las enfermedades para las que está
recomendada la administración del medicamento.

PROBADO por unanimidad.

8. Don  Juan  retiró de la farmacia del hospital, previa entrega de las correspondientes recetas, una caja de
Revatio 20. miligramos, en cada una de las siguientes fechas: en 2009, los días 5 de octubre. 3. de noviembre
y 28 de diciembre; en 2010, los días 8 de febrero, 5 de marzo, 15 de abril, 14 de junio, 27 de julio y 10 de
septiembre.

PROBADO por unanimidad

9. D.  Gregorio  falleció el 25 de septiembre de 2010.

PROBADO por unanimidad

10. D.  Juan  ocultó dicha circunstancia y continuó presentando recetas con las características antes indicadas,
consiguiendo así retirar cajas de Revatio 20 mg., en 2010, los días ll de octubre y 15 de noviembre y en 2011,
los días 27 de enero, 28 de febrero y 8 de abril.

PROBADO por mayoría -7/1-.

11. El padre del señor  Juan  ,  Ernesto  , no tenía diagnosticada enfermedad que precisara de la administración
de Revatio.

PROBADO por unanimidad.

12. El señor  Juan  obtuvo las cajas de Revatio 20 mg sin tener intención de destinarlas al tratamiento de las
enfermedades que padecían su tío  Gregorio  y su padre y no las destinó a su tratamiento.

PROBADO por mayoría -7/2-.

13. El Hospital se vio perjudicado económicamente al haberle entregado, debido al error provocado por el señor
Juan  , las cajas de Revatio, cuyo precio oscilaba, por caja, entre los 490,90 euros y los 511,36 euros.

PROBADO por mayoría -7/2-.

HECHOS RELATIVOS A LA EJECUCIÓN DEL DELITO, PARTICIPACIÓN, CONCRECIÓN DEL HECHO DELICTIVO
Y PRONUNCIAMIENTO SOBRE CULPABILIDAD O INCULPABILIDAD DEL ACUSADO.

1. D.  Juan  es culpable, siendo funcionario público, de haber hecho que constara en las recetas necesarias
para conseguir las cajas de Revatio, que éstas iban a ser administradas a su tío  Gregorio  para el tratamiento
de una hipertensión pulmonar primaria, cuando esos datos no eran ciertos, no pretendía utilizarlas para tratar
ni a su tío ni a su padre con dicha medicación y era conocedor de todo ello.

CULPABLE por mayoría -7/2-.

2. D.  Juan  es culpable, siendo funcionario público, de haber aprovechado su cargo de jefe de Sección del
Servicio de Urgencias del Hospital Clínico para engañar a los responsables de farmacia del Hospital Clínico
de Valencia y, así, conseguir que le entregaran varias cajas de Revatio, entre octubre de 2009 y abril de 2011,
haciéndoles creer que iban destinadas a tratar a un paciente precisaba, cuando las destinaba a otros fines que
le beneficiaban, habiendo causado, con ello, un perjuicio económico al Hospital.

CULPABLE por mayoría -7/2-.
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CUESTIONES SOBRE LAS QUE EL JURADO HA DE EXPRESAR SU CRITERIO (SÓLO EN EL CASO DE QUE
DECLARARAN CULPABLE AL ACUSADO).

En el caso de ser condenado el acusado D.  Juan  y si reúnen los requisitos legales, ¿se le debe conceder el
beneficio de la suspensión de la ejecución de la pena de prisión?

El Tribunal del Jurado, aunque manifiesta que considera excesiva la pena solicitada, en contrario por mayoría
a la suspensión de la pena -8/1- (en el acta constaba una contradicción sobre la votación de este particular,
que el portavoz aclaró al leer el veredicto señalando que la votación había sido de 8 jurados contrarios a la
suspensión y 1 favorable, aunque constara en un apartado del acta que el resultado era de 7 a 2 y en otro
apartado, 8 a 1).

2. En el caso de ser condenado el acusado D.  Juan  ¿debe proponerse por el Tribunal, al Gobierno de la Nación,
que se le conceda el indulto?

El Tribunal del Jurado se manifiesta en contra, por unanimidad.

El Jurado ha atendido como elemento de convicción:

"Pregunta N° 1: Resolución Conseller de Sanidad y Consumo, documento 1 pág. 45 y 46.

Jefe de sección de urgencias Hospital Clínico, certificado de conselleria sanitat (documento n°3 página 48).

Pregunta N° 2: Informe alta pág. 159 del Tomo II.

Pregunta N° 3: Según declaración del testigo Don  Norberto  reconoce que precisó el medicamento a Don  Juan
. Hemos necesitado requerir de la declaración grabada debido a que no constaba ninguna receta con la firma
de Don  Norberto  .

Pregunta N° 4: Queda probado en el testimonio que Don  Norberto  autorizó la dispensión del medicamento
Revatio donde lo confirma.

Pregunta N° 5: Según el testimonio del neumólogo  Jose Augusto  no precisaba para el acusado el tratamiento
del medicamento Revatio. Además el médico forense Don  Carlos Daniel  corrobora en su informe pericial que
no precisa el tratamiento del medicamento.

Pregunta N° 6: Sí, queda probado, por la testifical del neumólogo Don  Jose Augusto  , el prospecto del Revatio
y el testifical del forense Don  Carlos Daniel  , donde dicen que está contraindicado.

Pregunta N° 7: Si queda probado, comprobando las recetas adjuntas en el libro Tomo I

Pregunta N° 8: Sí queda probado, visto en el programa informático de la farmacia externa.

Pregunta N° 9: Sí, según declaración de los testigos, las partes y el acusado.

Pregunta N° 10: En ningún momento comunica la muerte de su tío. El sistema informático y la responsable de
la farmacia externa Dña.  Raquel  detectan que el acusado está utilizando el SIP de su tío fallecido.

Pregunta N.° 11: Según el informe de la Agencia Valenciana de la Salud pág. 119, en la cual no tenía
diagnosticada enfermedad que precisara del Revatio.

Pregunta N.° 12 Queda probado que durante el procedimiento, mediante el historial de falsedades en recetas,
el engaño que sufren los responsables de farmacia externa, no comunicar al especialista neumólogo Don  Jose
Augusto  de su intención de recetar Revatio a su tío, utilizar el SIP de una persona fallecida para seguir sacando
el medicamento, no comunicando el fallecimiento a nadie. Su tío y su padre no estaban diagnosticados con
la enfermedad de hipertensión pulmonar primaria. Todo esto nos demuestra que no lo destino al tratamiento
de su tío y su padre.

Pregunta N° 13: Sí, el Hospital se ve perjudicado económicamente, en el período des de Octubre del 2009
hasta Septiembre del 2010, por sacar recetas sin tener diagnosticados el paciente con hipertensión pulmonar
primaria. Y las últimas cinco recetas se sacan con el SIP del tío fallecido.

HECHOS RELATIVOS A LA EJECUCIÓN DEL DELITO, PARTICIPACIÓN, CONCRECIÓN DEL HECHO DELICTIVO
Y PRONUNCIAMIENTO SOBRE CULPABILIDAD O INCULPABILIDAD DEL ACUSADO.

Pregunta N° 1: Queda probado que es culpable de falsedad en documento oficial, donde se puede comprobar
en las recetas adjuntadas en el Tomo I (pág: 102- 111). Ademas, queda probado que su tío  Gregorio  no padecía
de una hipertensión pulmonar primaria como hemos podido comprobar en el historial del fallecido y en las
testificales del médico forense Don  Carlos Daniel  y el Doctor  Jose Augusto  quedado probado el uso que
se dio al medicamento Revatio.
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Pregunta N° 2: Queda probado que es culpable de estafa económica al Hospital Clínico engañando a los
responsables farmacéuticos, donde se puede comprobar en las testificales.

CUESTIONES

Pregunta N° 1: Para el jurado la pena de prisión es excesiva, de acuerdo al delito cometido. 7-2

Pregunta N° 2: No, porque consideramos que ha realizado unos hechos que tienen que ser castigados. 8-1"

Una vez emitido y leído en audiencia pública el veredicto, al ser éste de culpabilidad por los hechos delictivos
integrantes de la acusación por delito de asesinato, se concedió la palabra a las partes, solicitando el Ministerio
Fiscal, la letrada de la Generalitat Valenciana y la letrada de la Acusación Popular la imposición de las penas
antes indicadas con la responsabilidad civil solicitadas.

La defensa del acusado manifestó que eran de apreciación tres circunstancias atenuantes -reparación del
daño del art. 21.5° del Código Penal , dilaciones indebidas del art 21.6° del Código Penal y una analógica del
art. 21.7 del mismo, por tratarse de hechos de menor entidad y que, por ello, la pena a imponer era de un año
y tres meses de prisión.

La Fiscal alegó que tales circunstancias no podían hacerse valer en el momento procesal en el que lo había
hecho la defensa del acusado; la letrada de la Generalitat Valenciana y la de la Acusación Popular se adhirieron
a la Fiscal, añadiendo ésta última que, en todo caso, las dilaciones indebidas no podían apreciarse porque las
dilaciones que pudiera haber habido serían atribuibles al acusado.

HECHOS PROBADOS

De conformidad con el veredicto del Jurado, se declara probado:

D.  Juan  , mayor de edad, es funcionario público 1 de abril de 1991 y desempeñaba, durante los años 2009 a
2011, el puesto de Jefe de Sección del Servicio de Urgencias del Hospital Clínico Universitario de Valencia.

El Servicio de Neumología de dicho Hospital venia tratando a su tío, D.  Gregorio  , de enfermedad pulmonar
obstructiva crónica -EPOC-, en grado severo, con insuficiencia respiratoria crónica, en tratamiento con oxígeno
domiciliario.

D.  Juan  , en octubre del año 2009, aprovechó la confianza que generaba su condición de Jefe de Sección del
Servicio de Urgencias del Hospital, para hacer creer a D.  Norberto  , Jefe del Servicio de Farmacia del referido
Hospital, que su tío  Gregorio  precisaba de la administración del medicamento Revatio.

D.  Norberto  , en virtud de esa convicción, autorizó su dispensación.

D.  Gregorio  no precisaba para su tratamiento del medicamento Revatio.

D.  Gregorio  sufría patologías adicionales tratadas con medicación cuya administración conjunta con el
Revatio estaba contraindicada al poder provocar cuadros de hipotensión grave.

D.  Juan  , para que se le fuera dispensando el medicamento, firmó las correspondientes recetas en las
que, a instancia suya, constaba que su tío  Gregorio  era el paciente y, como enfermedad justificativa de
la prescripción, la 'Hipertensión pulmonar primaria", que es una de las enfermedades para las que está
recomendada la administración del medicamento.

Don  Juan  retiró de la farmacia del hospital, previa entrega de las correspondientes recetas, una caja de Revatio
20 miligramos, en cada una de las siguientes fechas: en 2009, los días 5 de octubre, 3 de noviembre y 28 de
diciembre; en 2010, los días 8 de febrero, 5 de marzo, 15 de abril, 14 de junio, 27 de julio y 10 de septiembre.

D.  Gregorio  falleció el 25 de septiembre de 2010.

D.  Juan  ocultó dicha circunstancia y continuó presentando recetas con las características antes indicadas,
consiguiendo así retirar cajas de Revatio 20 mg 5 en 2010, los días 11 de octubre y 15 de noviembre y en 2011,
los días 27 de enero, 28 de febrero y 8 de abril.

El padre del señor  Juan  ,  Ernesto  , no tenía diagnosticada enfermedad que precisara de la administración
de Revatio.

El señor  Juan  obtuvo las cajas de Revatio 20 mg sin tener intención de destinarlas al tratamiento de las
enfermedades que padecían su tío  Gregorio  y su padre y no las destinó a su tratamiento.

El Hospital se vio perjudicado económicamente al haberle entregado, debido al error provocado por el señor
Juan  , las cajas de Revatio, cuyo precio oscilaba, por caja, entre los 490,90 euros y los 511,36 euros,
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Motivación de los hechos probados.

A. El Jurado, en la motivación del veredicto, explica con argumentos idóneos y suficientes, según se expondrá,
cuáles han sido los elementos de convicción que le han llevado a acoger como cierta la versión plasmada en
las respuestas que dio al objeto del veredicto.

Reproduzco a continuación los argumentos de la sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid de 12 de
abril de 2007 - Sentencia 153/2007 - que explica con detalle que comparto los caracteres que debe reunir la
motivación de los hechos probados en la sentencias que se dictan en procedimientos en los que el veredicto
de culpabilidad es pronunciado por un Jurado popular.

"Sobre este apartado de la fundamentación probatoria, conviene subrayar Tribunal Supremo, en su sentencia
de 11-IX-2001 , ahondando en la doctrina que ye había introducido la STS de 29-V-2000 y reafirmado después
en las SSTS 11-XII-2001 , 3-XII-2001 y 8-V-2002, ha sentado las siguientes pautas sobre la motivación fáctica
en las sentencias dictadas por el Tribunal del Jurado:

Tratándose de sentencias dictadas por el Tribunal del Jurado es obvio que no puede exigirse a los
ciudadanos que integran, el Tribunal el mismo grado de razonamiento intelectual y técnico que debe exigirse
al Juez profesional y por ello la Ley Orgánica del Tribunal de Jurado exige una "sucinta explicación de las
razones..." ( art. 61.1.d) en el que ha de expresarse las razones de la convicción, las cuales deberán ser
complementadas por el Magistrado-Presidente en tanto en cuanto pertenece al Tribunal atento al desarrollo
del juicio, en los términos antes analizados, motivando la sentencia de conformidad con el art. 70.2 de la LOTJ .

En relación con la función complementadora de la fundamentación fáctica realizada por el Magistrado-
Presidente ha de señalarse que los enunciados descriptivos que conforman el relato fáctico presuponen una
actividad de carácter cognoscitivo que se fundamenta en elementos de prueba y tiene por objeto constatar la
verdad o falsedad de los hechos constitutivos propuestos por la acusación y de los impeditivos propuestos por
la defensa. Pero previamente esta valoración requiere un Supuesto: que se haya practicado prueba de cargo
en sentido propio, legal y constitucionalmente hábil y suficiente para desvirtuar la presunción de inocencia.

Pues bien, la comprobación de la concurrencia de este requisito previo (que exige, obviamente, conocimientos
jurídicos) no es competencia del Jurado sino del Magistrado-Presidente ( art. 49 de la LOTJ ) que es quien, una
vez concluidos los informes de la acusación, debe decidir, de oficio o a instancia de la defensa, si estima que
en el juicio se ha practicado prueba de cargo que pueda fundamentar una condena del acusado, dado que, si
no fuera así, debe dar por concluido el juicio y dictar sentencia absolutoria ( art. 493 LOTJ ).

Es decir, que la constatación de la concurrencia de prueba de cargo hábil para desvirtuar la presunción
constitucional de inocencia (no su valoración, que es una actividad posterior competencia del Jurado) incumbe
al Magistrado-Presidente, que es quien adopta la decisión, tácita, de no suspender el Juicio, conforme a lo
prevenido en el citado art. 49, y es por ello por lo que el art. 70.2 de la LOTJ . exige que le sentencia del
Magistrado-Presidente, además de contener la motivación jurídica procedente conforme a lo prevenido en el
art. 248.3 de la LOPJ ., incluya también, si el veredicto es de culpabilidad, la concreción de la prueba de cargo
exigida por la garantía constitucional de la presunción de inocencia.

Con ello se facilita y simplifica, en gran medida, la exigencia al Jurado de la motivación del veredicto, que sólo
debe consistir en la referencia a los elementos de convicción que han tomado en consideración, para efectuar
sus pronunciamientos fácticos, como previene el art. 61.1.d) de la Ley Orgánica del Tribunal del Jurado , como
sucinta explicación de las razones que determinan su convicción, pues la convicción, como constatación de
la realidad de una proposición fáctica, se fundamenta en el resultado de las pruebas que avalan la realidad
de dicha proposición".

A lo expuesto, la STS. 2ª, 767/2014 de 14 de marzo , añade: "La motivación fáctica de una sentencia
condenatoria del Tribunal del Jurado exige para el TS en esta sentencia, por tanto, un proceso en tres fases:

En primer lugar la constatación de la concurrencia de prueba de cargo hábil para desvirtuar la presunción
constitucional de inocencia, que incumbe al Magistrado- Presidente conforme al art. 49 LOTJ , permitiendo,
solo en caso positivo, el acceso a la fase siguiente de emisión del veredicto.

En segundo lugar el veredicto recogido en el acta de votación, que expresa la base esencial del resultado
de la valoración probatoria, en cuanto contiene la expresión de los elementos de convicción y una sucinta
explicación de las razones por las que los jurados han declarado o rechazado declarar determinados hechos
como probados, art 61 d) LOTJ .
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Y en tercer lugar, la sentencia en la que dicha sucinta explicación debe ser desarrollada por el Magistrado-
Presidente, expresando el contenido incriminatorio de los elementos de convicción señalados por los jurados
y explicitando la inferencia cuando se trate de prueba indiciaria o de hechos subjetivos, conforme a las
exigencias de la garantía constitucional de la presunción de inocencia, art. 70 2 LOTJ .

B. La prueba de cargo exigida por la garantía constitucional de la presunción de inocencia para poder
fundamentar el veredicto de culpabilidad acogido por el Jurado está constituida por la válidamente practicada
en el acto del juicio.

La prueba practicada en juicio ofreció la siguiente información apta para acreditar hechos incriminatorios:

1. La condición de funcionario público del acusado, así como el cargo que ocupaba a la fecha de los hechos es
algo acreditado documentalmente -como señala el Jurado en su motivación y también en más documentos
aportados como prueba- y que, por lo demás, no fue objeto de discusión en juicio, admitiéndolo el propio
acusado y siendo puesto de manifiesto en las declaraciones prestadas por los testigos durante la vista oral.

2. Que  Gregorio  era tío del acusado es algo que éste admitió. Y que venía siendo tratado en el servicio
de neumología por padecer de EPOC - enfermedad pulmonar obstructiva crónica- en grado severo, con
tratamiento de oxigenoterapia, es algo que tampoco fue cuestionado. La documentación señalada por el
Jurado en el veredicto lo acredita, siendo qué, por lo demás, esa información vino a ser corroborada en juicio
por el neumólogo D.  Jose Augusto  que trataba al paciente en el Hospital en el que el acusado trabajaba.

3. Que aprovechó la confianza que generaba su condición de Jefe de Sección de Medicina de Urgencias para
que el Jefe de Farmacia,  Norberto  autorizara la administración o entrega periódica, contra la presentación de
las correspondientes recetas, del medicamento Revatio, es algo que el Jurado fundamenta en la declaración
del propio señor  Norberto  .

Éste admitió que el señor  Juan  fue a verle, le ofreció un resumen de la historia médica de su tío  Gregorio
, le exhibió, también, un artículo de una revista médica -New England Journal of Medecine- en el que se
recomendaba administrar Revatio para la hipertensión pulmonar; también dijo que creía haber comprobado
que el historial de administración de fármacos en el Hospital, a dicho paciente, avalaba que el mismo estaba
siendo tratado de EPOC.

La declaración del señor  Norberto  , contextualizada, teniendo en cuenta lo que también declaró la señora
Raquel  -responsable de la unidad de farmacia encargada, en el Hospital, a la fecha de los hechos, de la
dispensación de medicamentos hospitalarios, que no pueden adquirirse en farmacias ordinarias, a pacientes
que han estado hospitalizado o son tratados en consultas externas del mismo- que señaló que un trato como
el que tuvo en aquélla ocasión el señor  Juan  por parte del señor  Norberto  -autorizándole éste a retirar
personalmente el fármaco de manera periódica-, no lo tuvo nadie más mientras ella fue la responsable de
dicha unidad.

Así, la prueba practicada avala considerar que el señor  Juan  aprovechó su con lición de Jefe de Sección
de Urgencias para conseguir que el señor  Norberto  se conformara con la explicación que aquél le ofreció,
aparentemente veraz, para poder obtener, a partir de ese momento, sin interferencias, la medicación que
deseaba.

4. La prueba de que el señor  Norberto  autorizó la dispensación del Revatio al señor  Juan  estriba, señala el
Jurado, en la declaración de aquél quien, enjuicio, admitió haber autorizado la dispensación que el acusado le
solicitó. El señor  Norberto  , efectivamente, así lo dijo en juicio.

5. La prueba de que D.  Gregorio  no precisaba Revatio para su tratamiento la localiza el jurado en la declaración
prestada en juicio por el neumólogo que lo trataba -D.  Jose Augusto  -y en la información pericial ofrecida por
el médico forense, D.  Carlos Daniel  .

Efectivamente, en la vista oral, el señor  Jose Augusto  , Jefe de Servicio de Neumología del Hospital Clínico
de Valencia, manifestó que no prescribió el fármaco Revatio al paciente, que el señor  Gregorio  era paciente
suyo y que no se lo prescribió porque no estaba indicado para la enfermedad que el mismo padecía.

Por su parte, el médico forense, tanto en su informe escrito, como en su intervención pericial en juicio,
manifestó que los estándares asistenciales no recogen el sildenafilo -principio activo del medicamento
Revatio- como medicamento adecuado para el tratamiento de la hipertensión pulmonar secundaria -que es el
tipo de hipertensión pulmonar asociada a la EPOC-.

Cierto es que en juicio, tanto el acusado, como el perito  Domingo  , sostuvieron la existencia de estudios
y artículos en revistas médicas, así como ponencias en congresos médicos, que avalaban la utilidad, los
beneficios asociados a la administración de sildenafilo, no sólo a pacientes con hipertensión pulmonar
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primaria -algo admitido por el médico forense-, cuanto a los que padecen hipertensión secundaria. Sin
embargo, tales afirmaciones no cuestionaron que en los estándares asistenciales aún no se ha incluido el uso
del medicamento para la hipertensión pulmonar secundaria, que es lo que, con soporte documental adjunto,
recoge el informe pericial emitido por el médico forense y a lo que hizo referencia el neumólogo que trataba
a  Gregorio  .

6. Que D.  Gregorio  sufría enfermedades adicionales tratadas medicación cuya administración conjunta con
el Revatio -sildenafilo- estaba contraindicada, es algo que el Jurado declara probado a partir de lo declarado
por el neumólogo del paciente -  Jose Augusto  -, el médico forense y de la lectura del prospecto del Revatio.

Ciertamente, las fuentes de prueba citadas por el Jurado, son correctas, puesto que tanto el señor  Jose
Augusto  como el médico forense, manifestaron la incompatibilidad entre la prescripción del Revatio -
sildenafilo- y los parches de nitroglicerina. De hecho, todos los testigos y peritos que fueron preguntados al
respecto, se pronunciarían en similar sentido, constando documentado que al señor  Gregorio  se le había
prescrito la administración de parches de nitroglicerina con ocasión de alguno de los múltiples ingresos
hospitalarios que constan documentados en su historia clínica -así consta en la relación de medicamentos
prescritos al paciente aportada como prueba documental (fs. Con numeración 75 y 78 del tomo I de la pieza
documental de enjuiciamiento, en los que consta su prescripción entre el 20 y el 26 de junio de 2010 y entre
el 3 y el 12 de septiembre de 2010)-.

De igual modo, el prospecto del Revatio -s 222 del tomo I de la pieza documental- avala la conclusión alcanzada
por el Jurado.

Debe tenerse en cuenta que si bien el acusado y el perito señor  Domingo  señalaron que la incompatibilidad
entre ambos, medicamentos -ambos son vasodilatadores y su administración conjunta podía provocar una
brusca bajada de tensión arterial que podía causar, incluso, riesgo de muerte- dependía del control médico en
su administración y de las dosis que se administraran, también se precisó en juicio por varios testigos -en su
condición de médicos- y por el médico forense, que si se administraba Revatio, la práctica debida era la de
no administrar parches de nitroglicerina -y viceversa- y, en todo caso era preciso hacer constar en la historia
clínica la prescripción del Revatio -algo que sólo consta en el ingreso de 20 a 25 de junio de 2010 (fs. 222 a 225
del tomo II de pieza documental- para evitar que se administrara hospitalariamente medicación incompatible
con la que el paciente traía de -lógicamente y como consecuencia de lo anterior- evitar que se le prescribiera
medicación incompatible con aquélla que tomaba habitualmente fuera del hospital. Como señaló la testigo
Rebeca  , -Directora Médica del Hospital Clínico cuando se tuvo conocimiento en 2011 de que el servicio de
farmacia externo el Hospital había estado facilitando Revatio al acusado para tratar, según lo que constaba
en las recetas, a un paciente fallecido- no anotar la medicación que el paciente toma fuera del hospital puede
provocar administración de medicamentos incompatibles con efectos que pueden ser, incluso, mortales, por
lo que, según dijo, en la historia clínica deben constar todos los fármacos prescritos al paciente-

Cierto es que el acusado y el perito señor  Domingo  coincidieron en que en la práctica clínica no era infrecuente
omisiones en el registro de la medicación, si bien no se explicó por parte del acusado por qué se había omitido
-siendo que él, según manifestó, estaba al tanto o, incluso, a cargo del tratamiento de su tío cuando era
ingresado- salvo en una ocasión, la mención al Revatio en la historia hospitalaria.

7. El Jurado declara probado que el acusado, para retirar el medicamento Revatio, firmaba las recetas en
las que, a su instancia, constaba que su tío padecía una hipertensión pulmonar primaria, que era una de las
enfermedades para las que el medicamento estaba recomendado. El fundamento de esa declaración es el
contenido de las recetas -fs. 102 a 111 del tomo I de la pieza de documentos-.

El contenido de las recetas revela que era el acusado quien firmaba como médico responsable de la
prescripción. Esto no fue negado por el acusado y, además, vino a ser confirmado por la prueba testifical -
declaraciones del señor  Norberto  y las señoras  Raquel  y  Mercedes  -. Por lo demás, como resulta de lo
que manifestaron en juicio, quien era a la fecha de los hechos Jefe de Farmacia -  Norberto  -, la que entonces
era responsable de la unidad de farmacia externa del Hospital -  Raquel  - y la farmacéutica que acompañó en
varias ocasiones al acusado a retirar el Revatio -  Mercedes  -, la medicación se le facilitaba al acusado contra la
presentación o entrega de las recetas; la prescripción era la que hacía el señor  Juan  y que el señor  Norberto  ,
inicialmente, consideró adecuada para tratar al paciente que constaba en la receta, por las explicaciones que el
acusado le dio. En dichas recetas se hacía constar -por personal, del servicio de farmacia- bien en texto escrito,
bien con el correspondiente código numérico, la patología que permitía registrar que el servicio de farmacia
facilitara el medicamento -según manifestó la señora  Raquel  , sólo cabía entregar el medicamento si la
enfermedad del paciente estaba entre las que en el servicio de farmacia tenían registradas como tratables con
el mismo-; dicho código era el 416.0 -hipertensión pulmonar primaria-, mientras que el código de la patología
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que sufría  Gregorio  o que cabía admitir que pudiera padecer -hipertensión pulmonar secundaria- tenía otro
código -el 416.8-.

8. La retirada por el acusado de las cajas de Revatio en las fechas señaladas en el relato de hechos probados
fue justificada por el Jurado en prueba documental y, en concreto, en el registro informático del servicio de
farmacia externa del Hospital -v f. 69, tomo I de la pieza documental-. En todo caso, el propio acusado lo
admitió y es un hecho confirmado, asimismo, por lo declarado por las señoras  Mercedes  y  Raquel  .

9. La fecha de fallecimiento del tío del acusado viene declarada probada por Si Jurado a partir de las
manifestaciones que en juicio efectuaron el acusado y los testigos. Cierto es que es un hecho que tiene también
soporte documental -f. 119 tomo de la pieza documental- pero, en todo caso, no fue cuestionado siquiera por
la defensa del acusado y por éste mismo.

10. Que el acusado ocultó la muerte de su tío y continuó presentando recetas a nombre del mismo para
conseguir que se le continuara expendiendo, entregando, las cajas de Revatio, es algo que el Jurado apoya
en un hecho no cuestionado siquiera por el acusado y es que no comunicó hecho tan relevante a persona
alguna de la que dependiera la administración del fármaco en el servicio de farmacia del Hospital. Y el Jurado
que el hecho fue descubierto por la responsable de la unidad de la farmacia externa, doña  Raquel  quien,
efectivamente, fue quien detectó la irregularidad en el momento en el que se le comunicó desde el servicio de
información y gestión económica del hospital -SIGE- que se había administrado Revatio a un paciente fallecido.
Así lo manifestó la testigo en juicio sin que dicho hecho sea cuestionado siquiera por el acusado.

11. Que el padre del acusado no tenía diagnosticada enfermedad que precisara la administración de Revatio
lo declara probado el Jurado apoyándose en el informe de la Agencia Valenciana de Salud -f. 119 del rollo
de enjuiciamiento-, en el que consta que sufría de EPOC en grado moderado.. Hay que poner en conexión
ese hecho con la prueba señalada por el Jurado para declarar probado que  Gregorio  -tío del acusado- no
precisaba, tampoco, de dicha medicación -v apartado 5 anterior-, puesto que los argumentos que conducen a
afirmar que  Gregorio  no precisaba de la administración de Revatio conducen a idéntica conclusión en el caso
de don  Secundino  -padre del acusado-. Por lo demás, llama la atención que si, según el acusado, comenzó a
administrarle Revatio a partir de la muerte de su tío, en el caso de D.  Secundino  no hay constancia de ello en
la historia médica y obra información sobre asistencia al paciente en febrero de 2011 (f. 34 de documentación
médica de D.  Secundino  , obrante en el tomo II de pieza documental), por tanto en fechas en las que, según
el acusado, le estaría administrando Revatio. De hecho, en la información documental lo que consta es que en
febrero de 2011 -f. 32- el padre del acusado se negaba a tomar cualquier medicación.

12. El Jurado declara probado que el acusado no tenía intención de destinar las cajas de Revatio al tratamiento
de las enfermedades de su padre y su tío y que no tal destino. Y lo declara probado con la siguiente motivación:
"Queda probado que durante el procedimiento, mediante el historial de falsedades en recetas, el engaño que
sufren los responsables de farmacia externa, no comunicar al especialista neumólogo Don  Jose Augusto
de su intención de recetar Revatio a su tío, utilizar el SIP de una persona fallecida para seguir sacando
el medicamento, no comunicando el fallecimiento a nadie. Su tío y su padre no estaban diagnosticados
enfermedad de hipertensión pulmonar primaria. Todo esto nos demuestra que no lo destino al tratamiento de
su tío y su padre".

Este extremo del objeto del veredicto exigió del Jurado la interpretación de indicios que habían sido
previamente declarados probados. La intención que guiaba al acusado al recetar Revatio a su tío  Gregorio
y al continuar retirando cajas de Revatio cuando su tío ya había fallecido, es lo que provoca que la conducta
del acusado sea penalmente ilícita. La ilicitud penal de la conducta reside en rellenar un documento -una
receta médica- que es precisa para retirar medicamentos de una farmacia Hospital integrado en la red de
Hospitales de la Administración Autonómica, en se hace constar, a sabiendas, algo que no se correspondía
con la realidad. Y en hacer creer, usando de tales recetas y otros ardides -el abuso de la condición de Jefe de
Sección de Urgencias, de la fiabilidad que por ello cabía presuponerle al recetar medicamentos, y la aportación
de información justificativa de la prescripción del medicamento para atender la dolencia que padecía el
familiar-, que un paciente precisa, de una medicación determinada, cuando no se pretende destinar la misma
al tratamiento de dicho paciente, ni al de ningún otro familiar con patología susceptible de ser tratada con el
medicamento.

Para alcanzar dichas conclusiones, que posteriormente se plasman en los pronunciamientos sobre la
culpabilidad del acusado, el Jurado atendió a hechos indiciarios acreditados y que permiten alcanzar la
conclusión reflejada en el hecho probado cuya justificación se analiza en este apartado.

La suma de indicios es lo que permite al. Jurado concluir que el acusado ni pretendía tratar con el Revatio la
afección del tío -ni luego la del padre, cuando el tío fallece-, ni, de hecho, destinó el medicamento a tratarles.
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Cierto es que las acusaciones no pretendieron acreditar cuál pudo ser el uso que el acusado dio a dicha
medicación. Y quizás detrás de la falta de prueba sobre el destino dado al fármaco, estuvo el que el Jurado,
en un primer veredicto -devuelto por incongruente- declarara no probado el hecho 12 del objeto del veredicto
- que es aquél cuya prueba es objeto de este apartado- para, posteriormente, declararlo probado con una
argumentación racional.

Como señala el Jurado, la prueba practicada acreditó que el acusado no comunicó al neumólogo que trataba
a su tío su decisión de prescribirle Revatio; si a ello se le suma que dicha medicación, por las razones
anteriormente expuestas, no estaba indicada para tratar a su tío, es razonable concluir que si el señor  Juan  no
comunicó a su colega, el doctor  Jose Augusto  , su decisión, fue porque temía que éste pudiera manifestarle su
oposición. Cabría plantearse que, en todo caso, lo acaecido se limitara a una decisión del acusado destinada
a evitar obstáculos para administrar, primera a su tío y luego a su padre, una medicación que consideraba, con
cierto apoyo científico, que podía mejorar su calidad de vida. Pero la prueba practicada aporta otros hechos
que permiten descartar de manera razonable esa alternativa exculpatoria. El primero de ellos lo refiere el
Jurado al exponer los motivos por los que declara probado el hecho 12 del objeto del veredicto: que el acusado
no comunicara el fallecimiento de su tío y siguiera firmando recetas a su nombre y con su SIP -número de
identificación sanitaria del paciente-. Y es que si el medicamento lo precisaba su tío, fallecido éste, lo razonable
habría sido que hubiera cesado la prescripción. Y si podía precisarlo su padre, no se observa que concurriera
obstáculo cierto que dificultara siquiera el que pudiera obtenerlo a nombre del mismo, igual que pudo obtenerlo
para su tío.

Pero es que, además, no puede obviarse que como quedó acreditado pericial y documentalmente, el Revatio,
por tener como componente activo el sildenafilo, estaba indicado, además de para tratar la hipertensión
pulmonar primaria, para el tratamiento de la disfunción eréctil -como señaló el médico forense en juicio, el
Revatio tiene el mismo componente que la "viagra"-. Y, además, el tío y el padre no tenían prescrito el Revatio
en sus respectivos historiales clínicos -a salvo una ocasión en que se hizo constar, con ocasión de un ingreso
de  Gregorio  , que lo tenía prescrito- y la revisión de sus respectivos historiales así lo revela.

La revisión de la historia médica de D.  Gregorio  -fs. 1 a 809 del tomo II de la pieza de documentación- revela
que salvo en la relación de la medicación que consta detallada en la historia clínica con ocasión del ingreso
hospitalario de 20 de junio de 2010 -fs 223 y 224-, en el resto de ingresos de los años 2009 y 2010 -el periodo
en el que el acusado le recetó Revatio es el comprendido entre 5 de octubre de 2009 y el 10 de septiembre de
2010, puesto que las recetas posteriores se presentaron en el servicio de farmacia externa cuando D.  Gregorio
ya había fallecido-, no hay constancia alguna de que el paciente tuviera prescrito el Revatio. Y fueron varios los
ingresos -20 a 25 de junio de 2010, 14 a 20 de julio de 2010, 10 a 15 de agosto de 2010, 3 a 12 de septiembre de
2010- y, en algunos de ellos, el informe de alta lo firma el acusado -25 de junio, 20 de julio, 12 de septiembre-.
En ninguno de dichos informes, firmados, se insiste, por el acusado -ni siquiera en el de 25 de junio, en cuyo
ingreso se hizo constar que el paciente tenía prescrito Revatio-, se hace constar el Revatio entre la abundante
medicación prescrita

Por tanto, si no se hizo constar en la historia clínica que el tío primero, el del acusado después, tenían prescrito
Revatio; si no comentó el acusado la prescripción a su neumólogo; si el Revatio no era un medicamento que
en la práctica se utilizara para tratar a pacientes de EPOC, ni siquiera a los que presentaban una hipertensión
pulmonar secundaria; si el acusado continuó recetando Revatio a nombre de su tío cuando este ya estaba
muerto; si el Revatio tenía utilidades distintas al tratamiento de patologías pulmonares; si el tío del acusado
tenía prescrito en alguno ingresos parches de nitroglicerina y dicha medicación es incompatible con el Revatio,
la conclusión alcanzada por el Jurado y que se concreta en la declaración como probado del hecho número
12 del objeto del veredicto, es fruto de una razonable interpretación de los hechos indiciarlos acreditados,
puesto que todo ese conjunto de indicios es congruente con la tesis incriminatoria y, por el contrario, no se
compadece acomuna administración cierta del Revatio a don  Gregorio  -tío del acusado- y a D.  Ernesto  -
padre del acusado-.

13. El último hecho declarado probado es el relativo al perjuicio económico sufrido por el Hospital. Acreditado
que la motivación alegada para prescribir el o era falsa, la conclusión lógica que cabe alcanzar es que no
concurría causa justificativa de la prescripción del medicamento por cuenta de pacientes de la sanidad a que
precisaran del mismo para tratar patologías cuyo gasto sanitario estuviera cubierto -por la administración
sanitaria-. Por tanto, el gasto farmacéutico provocado por la prescripción de Revatio por parte del acusado,
fue un gasto indebido y la administración sanitaria sufrió, por tanto, un quebranto por el importe del total de
las cajas de Revatio que el acusado retiró de la unidad de farmacia del Hospital.

Este es el razonamiento por el que el Jurado alcanza esa conclusión, puesto que lo alegado por el Jurado
es análogo: "Sí, el Hospital se ve perjudicado económicamente, en el período desde Octubre del 2009 hasta
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Septiembre del 2010, por sacar recetas sin tener diagnosticados el paciente con hipertensión pulmonar
primaria. Y las últimas cinco recetas se sacan con el SIP del tío fallecido".

Y en cuanto al importe del perjuicio, consta documentado el precio de cada caja de Revatio que el acusado
retiró -v fs. 69 del tomo I de la pieza de documentos y f. 86 del rollo de enjuiciamiento-.

SEGUNDO.-Calificación jurídica de los hechos probados.

El Jurado declaró a D.  Juan  , culpable:

1. Siendo funcionario público, de haber hecho que constara en las recetas necesarias para conseguir las cajas
de Revatio, que éstas iban a ser administradas a su tío  Gregorio  para el tratamiento de una hipertensión
pulmonar primaria, cuando esos datos no eran ciertos y él lo sabía.

2. Siendo funcionario público, de haber aprovechado su cargo de jefe de Sección del Servicio de Urgencias del
Hospital Clínico para engañar a los responsables de farmacia del Hospital Clínico de Valencia y, así, conseguir
que le entregaran varias cajas de Revatio, entre octubre de 2009 y abril de 2011, haciéndoles creer que iban
destinadas a tratar a un paciente que lo precisaba, cuando las destinaba a otros fines que le beneficiaban,
habiendo causado, con ello, un perjuicio económico al Hospital.'

Los hechos declarados probados en el veredicto del Jurado y de los que el Jurado declaró culpable al acusado,
son constitutivos de un delito continuado de falsedad en documento oficial cometida por funcionario público,
por faltar a la verdad narración de los hechos, previstos y penados en el art. 390.1.4 ª y 74.1 y 2 del Código
Penal ; también son constitutivos de un delito continuado de estafa por funcionario público a la Administración
previsto y penado en los arte. 438 y 74.1 y 2 del Código Penal. Dada la relación concursal medial existente
entre el delito de falsedad y el de estafa -la falsedad forma parte de la maniobra engañosa destinada a generar
la apariencia de que los medicamentos iban destinados a un fin atendible por los fondos públicos-, es de
aplicación el art. 77 del Código Penal . La nueva configuración del cálculo de la pena imponible para castigar
los delitos que se cometen en relación instrumental o medial, es de aplicación el Código Penal en su redacción
actualmente vigente -consecuencia de la reforma operada por la LO 1/2015 de 30 de marzo- toda vez que
permite la imposición de penas de prisión inferiores que si se por la aplicación del art. 77 del Código Penal
en la redacción vigente a la fecha hechos. Por ello, los tipos penales indicados se aplican en la redacción
actualmente vigente.

1. Delito continuado de falsedad en documento oficial.

La STS 723/2010 de 23.7 señala: "Primeramente, no hay duda de que una receta de la seguridad social o del
servicio de salud de la correspondiente Comunidad Autónoma, es un documento oficial. Esta Sala ha venido
distinguiendo a estos efectos dos clases de recetas médicas: a) las expedidas por tales facultativos en el
ejercicio de su función sanitaria en organismos públicos, como en la Seguridad Social, la Beneficencia o las
Mutualidades, que tanto por su origen, como por su destino deben estimarse como documentos oficiales
y b) las realizadas por los médicos en el ejercicio particular de su profesión. Así ha estimado en cuanto a
su falsificación como documentos privados las recetas médicas particulares del organismo privado - SS.
22-1-1981 , 24 enero y 24 mayo 1983 , 28-12-1984 y 18-4- 1989 -. Por el contrario, las recetas de la Seguridad
Social - SS. 20-10-1987 , 13 marzo , 6 mayo , 17 junio y 3 diciembre 1992 -, las oficiales de una Corporación
Municipal -SS. 2-2-1984 , 22 abril y 30 octubre 1991 -, las del Seguro y Mutualidad de Funcionarios del Estado
-S. 11-7-1984 -. del Insalud -S. 15-2-1984 -, y las de sustancias psicotrópicas - SS. 24 mayo y 13 julio 1983 ,
21-3-1988 , 30-11-1991 y 18-9-1992 -, se han estimado documentos oficiales."

Y cuando en una receta oficial se hace contar algo incierto -que la medicación se prescribe para el tratamiento
de la enfermedad que padece un determinado paciente, cuando la enfermedad que se consigna no es,
exactamente, la que el paciente sufre -don  Gregorio  padecía o podía padecer hipertensión pulmonar
secundaria y en las recetas se hizo constar hipertensión pulmonar primaria- y, sobre todo, el destino de la
medicación no es el tratamiento del enfermo cuya enfermedad se utiliza como mera excusa para generar la
apariencia necesaria para conseguir que el servicio de farmacia expida la medicación, quien consigue que la
receta se expida en tales términos, quien se responsabiliza de la prescripción en calidad de médico, ocurre
en una falsa narración de los hechos relevantes del documento, es decir, en falsedad ideológica. Cuando
quien incurre en dicha falsedad es funcionario público y actúa dentro de sus funciones públicas al rellenar el
documento -como sucedía en el presente caso, en el que el señor  Juan  prescribía medicación a un paciente
del Hospital en el que trabajaba, para conseguir medicación que iba a destinar a fines distintos al tratamiento
de la enfermedad pulmonar del paciente-, dicha falsedad ideológica es penalmente típica.

En el presente caso concurren una pluralidad de acciones, que pueden ser agravadas bajo la figura del delito
continuado. Señala la jurisprudencia - STS 1145/2004 de 11 de octubre , que si de los hechos que se declaran
probados surge una homogeneidad de actos que responden a un único fin o plan del autor, difícilmente
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aislables unos de otros, surgiendo un dolo unitario y no renovado en cada acto, cuya meta se trata de conseguir
a través de esa progresión de actos, se está construyendo la unidad objetiva y subjetiva que jurídicamente se
realiza a través de la continuidad delictiva. Esto es lo que ocurre, sin género de dudas, en el presente caso.

2. Delito continuado de estafa a la Administración Pública del art. 438 del Código Penal .

En la conducta del acusado concurren todos los requisitos del delito de estafa. El Jurado le declaró culpable
de haber aprovechado-su cargo de jefe de Sección del Servicio de Urgencias del Hospital Clínico, para engañar
a los responsables de farmacia del Hospital Clínico de Valencia y- así, conseguir que le entregaran varias
cajas de Revatio, entre octubre de 2009 y abril de 2011, haciéndoles creer que iban destinadas a tratar a un
paciente que lo precisaba, cuando las destinaba a otros fines que le beneficiaban, habiendo causado, con ello,
un perjuicio económico al Hospital.

En dicha declaración de culpabilidad se integran todos los elementos típicos del delito de estafa: engaño que
provoca en el engañado un error, en virtud del cual autoriza la dispensación de determinada medicación a cargo
del hospital, de la Administración Sanitaria. El engaño lo provocó el acusado haciendo creer al responsable
de la unidad de farmacia externa del Hospital Clínico y con ello, a los subordinados encargados del servicio,
que la prescripción que efectuaba el facultativo, en el ejercicio de sus competencias y funciones -funcionario
público, en su condición de médico de la Sanidad Pública-, se correspondía con la realidad, cuando tal cosa no
era cierta. El error inducido por el acusado fue lo que provocó el perjuicio patrimonial para las arcas públicas
-en el importe de los medicamentos suministrados que no debieron serlo-.

La continuidad delictiva es de aplicación por los mismos argumentos expuestos al justificar su apreciación
respecto al delito de falsedad documental.

TERCERO.-Es jurídicamente responsable de ambos delitos el acusado  Juan  en concepto de autor, de
conformidad con lo dispuesto en los artículos 27 y 28 del Código Penal , al haber intervenido en la ejecución
de los hechos libre y voluntariamente, de un modo personal y directo, tal y como pe desprende no sólo del
relato de hechos declarados probados con el voto favorable del Tribunal del Jurado, sino del veredicto de
culpabilidad emitido por el mismo.

CUARTO.- No se aprecian circunstancias atenuantes ni agravantes por lo la hora de fijar la pena, cabe imponer
la prevista para el delito, con el límite superior de la pena de prisión solicitada por el Ministerio Fiscal y la
Acusación Particular -Generalitat Valenciana- que fueron las acusaciones que solicitaron una privación de
libertad -cinco años de prisión-; veinticuatro meses con cuota de 30 euros e inhabilitación especial para empleo
o cargo público durante seis son las penas añadidas máximas solicitadas -en este caso por la acusación
popular.

La defensa del acusado, una vez el Jurado cesó en sus funciones, en la vista para alegaciones sobre la pena
a imponer y para justificar las pretensiones en materia de responsabilidad civil -a la vista del veredicto del
jurado-, solicitó la apreciación de tres circunstancias atenuantes: la de reparación del daño, la de dilaciones
indebidas y una atenuante analógica por la menor entidad o lesividad de la conducta.

En el procedimiento ante el Tribunal de: Jurado, este es soberano para declarar probados o no probados,
tanto los hechos favorables como los desfavorables que se someten a su consideración. Responsabilidad de
las partes es someter a su enjuiciamiento los hechos constitutivos de los pronunciamientos que pretenden.
El Magistrado Presidente, a partir de los relatos contenidos en los escritos de conclusiones provisionales,
determina cuáles son los hechos enjuiciables -art. 37 Entre ellos -art. 37.b)- los que configuran o soportan la
posible estimación de circunstancias atenuantes o agravantes.

La individualización de la pena es facultad del Magistrado Presidente - art. 4 LOTJ - pero atendiendo a los
hechos declarados probados y a las circunstancias agravantes y atenuantes que cabe apreciar a partir de los
hechos declarados probados. Si las partes no promueven como hechos justiciables hechos que soporten la
apreciación de una circunstancia agravante o atenuante, no puede el Magistrado Presidente, al individualizar
la pena, imponer la pena que correspondería de concurrir circunstancias modificativas de la responsabilidad
criminal.

En el presente caso, la defensa pretende la aplicación de la atenuante de reparación del daño sin haber
introducido, siquiera en sus conclusiones provisionales, hecho favorable, que una persona -señora  Natividad
- por cuenta del acusado, consignó, antes de juicio, el importe íntegro de la responsabilidad civil que se le
reclamaba por las acusaciones -6.995,36 euros-, tal y como consta al f. 232 del rollo de enjuiciamiento; de dicha
consignación tuvieron conocimiento las partes por diligencia de 27 de marzo de 2017 que les fue notificada.

Ese hecho no pudo siquiera ser introducido de oficio en el objeto del veredicto; dicha posibilidad viene
contemplada en el art. 53.1.g) LOTJ , pero sólo para cuando la prueba practicada permite añadir hechos o
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calificaciones jurídicas favorables al acusado. En la vista oral no se hizo mención alguna a la consignación,
por lo que no se le dio oportunidad al Jurado de formar opinión a la vista de prueba válidamente practicada
en juicio sobre el hecho cierto de la citada consignación.

En todo caso, nada impide tomarla en cuenta, al valorar la culpabilidad y la lesividad de la conducta, para
individualizar la pena.

En cuanto a la atenuante de dilaciones indebidas, los argumentos expuestos, aparentemente, conducirían a la
imposibilidad de entrar a valorar la atenuante alegada. Sin embargo, la cuestión de si cabe que la atenuante
sea apreciada por el Magistrado-Presidente en sentencia sin que haya sido objeto de veredicto el hechos que
soporta su apreciación, ha sido objeto de debate.

En la publicación del Consejo General del Poder Judicial "La Ley del Jurado: problemática actual", Cuadernos
Digitales" de Formación -n° 28, año 2013-, se dice lo siguiente: "existen por lo menos dos sentencias de la
Sala Segunda del Tribunal en las que se defiende que corresponde al Magistrado-Presidente determinar si
concurre o no dicha atenuante. En este sentido la STS n.° 598/2011 declaró "que parece bien dudoso que pueda
incluirse una proposición de estas características en el objeto del veredicto, pues primeramente no es un hecho
justiciable, y en segundo lugar, obligaría al Tribunal del Jurado a tomar conocimiento directo de la tramitación
escrita de la causa penal incoada, cuando la finalidad de este tipo de enjuiciamiento es alejar a los jueces legos
de tal material instructorio, con el fin de tomar en consideración los "tiempos muertos" en la tramitación de
aquélla. Por consiguiente, esta atenuante puede ser apreciada por el Magistrado-Presidente en su función de
individualizar penológicamente la respuesta adecuada al crimen cometido", y en el mismo sentido se pronunció
la STS 995/2012 al afirmar que "ni, en suma, es misión del Jurado calibrar la eventual transgresión del derecho
al plazo razonable, que, como componente de la pena, incide sobre la individualización de ésta en aspectos
netamente procesales y no materiales del hecho enjuiciado, por lo que queda ajeno al veredicto y entra de lleno
en la soberanía del Magistrado-Presidente, que la ostenta en solitario sobre la pena y la responsabilidad civil".

En dicha publicación se sostiene que dichas sentencias no resuelven adecuadamente la cuestión objeto
de controversia. "En primer lugar, el art. 52.1.c) de la LOTJ es claro cuando dispone que en el objeto del
veredicto el Magistrado-Presidente incluirá en párrafos sucesivos, numerados y separados, la narración del
hecho que determine el grado de ejecución, participación y modificación de la responsabilidad, con lo que se
está haciendo una referencia clara a la concurrencia de circunstancias atenuantes como lo es la atenuante
de dilaciones indebidas.

En segundo lugar, el Magistrado-Presidente tampoco tiene acceso directo a la instrucción de la causa y, por lo
tanto, comparte con los miembros del jurado las mismas dificultades para poder valorar si durante esta fase
del procedimiento se ha producido alguna paralización o demora de especial trascendencia que justifique la
apreciación de la concurrencia de la atenuante (simple o muy cualificada) de dilaciones indebidas".

Por lo tanto, sigue diciendo la publicación de referencia, "corresponde a los miembros del jurado y no
al Magistrado-Presidente valorar si concurren los datos fácticos que posteriormente pueden justificar la
apreciación de la atenuante de dilaciones indebidas".

Ahora bien, añade, "si los miembros del jurado no pueden acceder directamente a la actuaciones realizadas
por el Juez de Instrucción, la única posibilidad que tienen las partes de acreditar la existencia de dichas
paralizaciones y la falta de implicación del acusado en las mismas, será solicitando al Secretario Judicial del
Juzgado de Instrucción una certificación en la que se especifiquen dichos periodos de paralización o demora,
puntualizando si el acusado ha tenido alguna intervención en los mismos".

En todo caso, la defensa del acusado, al solicitar la apreciación de la atenuante, se limitó a señalar que la
causa se incoó, el 13 de noviembre de 2012 y la vista oral se inició el 29 de marzo de 2017, cuatro años, cuatro
meses y dieciséis días después. Añadió que la pericial del médico forense-el informe está fechado el 11 de
mayo de 2015 (f. 123 del rollo de enjuiciamiento)- sé acordó el 15 de octubre de 2014, por lo que tardó más
de doscientos días en elaborarse.

Recuerda la STS de 12 de julio de 2012 en relación a la atenuante de dilaciones indebidas que los datos que
han de tenerse en cuenta para su estimación, son los siguientes: la complejidad del proceso, los márgenes
ordinarios de duración de los procesos de la misma naturaleza en igual periodo temporal, el interés que
arriesga quien invoca la dilación indebida, su conducta procesal y la de los órganos jurisdiccionales en relación
con los medios disponibles.

Añade dicha sentencia que el derecho fundamental a un proceso sin dilaciones indebidas no es identificable
con el derecho procesal al cumplimiento de los plazos establecidos en las leyes e impone a los órganos
jurisdiccionales la obligación de resolver las cuestiones que les sean sometidas, y también ejecutar lo resuelto,
en un tiempo razonable. Se trata, por lo tanto, de un concepto indeterminado que requiere para su concreción
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el examen de las actuaciones procesales, a fin de comprobar en cada caso si efectivamente ha existido un
retraso en la tramitación de la causa que no parezca suficientemente justificado por su complejidad o por
otras razones, y que sea imputable al órgano jurisdiccional y no precisamente a quien reclama. En particular
valorarse la complejidad de la causa, el comportamiento del interesado y la actuación de las autoridades
competentes ( STEDH de 28 de octubre de 2003, Caso González Doria Duran de Quiroga c. España y STEDH
de 28 de octubre de 2003, Caso López Solé y Martín de Vargas C. España , y las que en ellas se citan).

Los particulares que del procedimiento han llegado y conforman el rollo de enjuiciamiento y la pieza separada
de prueba documental, no contienen datos mínimos bastantes que permitan conocer los extremos exigibles
para poder afirmar si la tardanza en el enjuiciamiento de los hechos ha sido o no atribuible a dilaciones
extraordinarias e indebidas -que son las que deben concurrir para que quepa atenuar la responsabilidad penal-.
Y tampoco permite conocer si las dilaciones o parte de ellas son atribuibles al acusado o a la complejidad
de la causa.

Por lo expuesto, la atenuante de dilaciones indebidas tampoco puede ser apreciada.

Como no lo puede ser la atenuante analógica. La defensa, en realidad, no alegó hecho alguno justificativo
de la apreciación de una atenuante analógica. Recuérdese que el apartado 7 del art. 21, permite apreciar
como circunstancia atenuante, aquéllas de análoga significación a las atenuantes previstas en el art. 21, 1ª
a 6ª. Y lo pretendido por la defensa del acusado es que atendiendo a una presunta escasa entidad de los
hechos delictivos que habían provocado el veredicto de culpabilidad pronunciado por el Jurado, se atenuara
la responsabilidad. En realidad, lo que alegó tendría encaje en un subtipo atenuado de los delitos por los el
acusado viene declarado culpable. Sin embargo, ni el art. 438, ni el art.. 390 del Código Penal , prevén subtipos
atenuados en atención a una menor lesividad de la conducta.

Por todo lo expuesto, no siendo de apreciar circunstancia atenuante alguna, procede fijar la pena a imponer.
Como antes señalamos, las reglas de determinación de la pena para los casos de concurso medial de delitos
fijadas en el art. 77 del Código Penal conforme a la redacción introducida por la LO 1/2015 de 30 de marzo,
resulta más beneficiosa para el acusado. En la regulación anterior, la pena a imponer sería la del delito más
grave en su mitad superior, salvo que penados por separado los delitos en relación concursal, la pena resultare
inferior. Ello supondría que la pena mínima imponible sería la de cinco años y tres meses de prisión.

En la nueva regulación, la pena a imponer deber ser una superior a la imponible, en concreto, por el delito más
grave y no puede superar a la suma penas que, en concreto, se impondría por cada delito, en caso de penarse
por separado.

En el presente caso, el delito continuado de falsedad documental -arts. 390.1.4° y 74.1 y 2, puede ser penado
entre cuatro años y seis meses y seis años de prisión, multa de quince a veinticuatro meses e inhabilitación
especial por tiempo de cuatro a seis años. El delito continuado de estafa del art. 438 y 74.1 y 2 del Código
Penal , puede ser castigado con penas de entre un año y nueve meses y tres años de prisión e inhabilitación
especial para empleo o cargo público de seis a nueve años.

Atendiendo al criterio del Jurado -que se comparte- de que las penas resultantes son de extremado rigor,
atendiendo a la entidad del perjuicio económico causado y a las características de los hechos, así como al
tiempo transcurrido desde que los hechos sucedieron, las penas imponibles por separado por cada delito
serían las mínimas. Y, por ello, considero procedente imponer la pena mínima imponible, de cuatro años, seis
meses y un día de prisión, tomando para ello, también en cuenta, el hecho cierto de que el acusado o alguien
por cuenta del mismo, ha consignado las responsabilidades civiles antes del inicio de la vista oral. De igual
modo, se fijan las penas de multa e inhabilitación especial previstas para el delito castigado con pena privativa
de libertad más grave, en la mínima extensión posible: quince meses y un día de multa e inhabilitación especial
para empleo o cargo público por tiempo de cuatro años y un día.

La cuota de multa se fija en quince euros. El acusado trabaja de jefe de sección en un Hospital por lo que,
dado lo prolongado de su trayectoria profesional, cabe presumirle unos ingresos salariales, como lo son
los de los funcionarios públicos que desempeñan puestos de mayor responsabilidad -que pueden oscilar en
cantidades que multiplican el salario mínimo interprofesional cuatro, cinco, seis, hasta siete veces- Es por
ello que se fija la multa en quince euros, cuota superior a las que suelen fijarse para aquéllos casos en los
que no consta acreditada la capacidad económica y tampoco hay elementos que permitan presumida- -como
tampoco permiten presumir la indigencia o la precariedad-, que oscila entre los seis y los doce euros al día.

QUINTO.-En aplicación de lo establecido, en los arts. 109 , 110 y 116 del Código Penal , al haberse producido
un perjuicio patrimonial procede pronunciamiento sobre responsabilidad civil en la cuantía interesada por las
acusaciones, cuyo importe se corresponde con el consignado por cuenta del acusado antes de la celebración
del juicio.
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SEXTO.- Los criminalmente responsables de un delito o falta son asimismo responsables de las costas
procesales causadas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 123 del Código Penal , lo que incluye las
generadas por la intervención de la acusación particular.

No cabe, en cambio, incluir en dicho pronunciamiento de condena el abono de las costas procesales de la
acusación popular. El Tribunal Supremo, en sentencia de su sala 2ª de 17 de noviembre de 2005 , de forma
excepcional, admitió que la costas de una acusación popular fueran impuestas al condenado. Se trataba de un
supuesto de delito medioambiental en el que la acusación popular la había ejercitado una asociación altruista
de defensa del medio natural afectado por la conducta delictiva enjuiciada y que había tenido una intervención
muy relevante en la prosecución del proceso.

En el presente caso, los acusadores populares fueron los responsables de la denuncia ante la Consellería de
Sanidad de la Generalitat Valenciana que, según se puso de manifiesto en la vista oral, dio lugar a la incoación
de un expediente disciplinario contra el señor  Juan  . En cambio, la incoación del procedimiento penal no fue
consecuencia de una iniciativa suya -así se expuso durante el juicio-. Y tampoco hay constancia de que su
intervención como parte acusadora en el presente procedimiento haya sido especialmente relevante. De hecho,
la acusación popular, aun cuando solicitó al formular sus conclusiones definitivas la condena del acusado al
pago de las costas procesales, lo hizo de forma implícita, sin que la cuestión de la condena en costas fuera
objeto de argumentación en la vista posterior a la lectura del veredicto y sin que dicha parte alegara nada en
defensa de la pretensión -genérica- de condena del acusado al pago de las costas.

Vistos los artículos citados y los demás de concordante aplicación.

FALLO

En atención al veredicto emitido por el JURADO y a todo lo anteriormente expuesto

Condeno a D.  Juan  como autor de un delito continuado de falsedad en documento oficial, en concurso medial
con un delito continuado de estafa a la Administración, a las penas de

- CUATRO AÑOS, SEIS MESES y UN DÍA: de prisión e inhabilitación especial derecho de sufragio pasivo.

- QUINCE MESES y UN DÍA de multa, a razón de QUINCE EUROS por cuota

- CUATRO AÑOS y UN DÍA de inhabilitación para empleo o cargo público.

Y a indemnizar a la GENERALITAT VALENCIANA en 6.995,36 euros, a cuyo pago se destinará la cantidad
consignada por cuenta del señor  Juan  .

Únase a esta resolución las actas de votación del Jurado y dedúzcase testimonio de la misma que se unirá a
los autos. Notifíquese a las partes, haciéndoles saber que contra la misma cabe recurso de apelación ante la
Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia de esta Comunidad a interponer en el plazo de diez
días desde la última notificación.

Así por esta sentencia, en que se expresa el veredicto del Jurado, lo pronuncio, y firmo.


